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SUMARIO: 1. El agoramiento del "integracionismo ". II. Camhios de 
concepci6n en el derecho internacional. III. Cambios en la normativi­
dad )' re/ación con los pueblos indígenas a nivel de los estados. IV. 
Cuáles son las principales demandas indígenas. V. El Convenio nú-

mero /69 de la OlT. 

En el escenario de fin de este siglo y milenio, las sociedades nacionales han 
entrado en una etapa de profundas e importantes transformaciones vincula­
das con las nuevas condiciones del orden internacional. Existen tendencias 
globales emergentes que afectan cada vez más y de manera directa la vida 
polftica, económica, cultural y social de los pueblos indígenas. El destino 
de los pueblos indígenas de América Latina no escapa a las circunstancias 
que enfrentan las sociedades nacionales ni a las respuestas que éstas den a 
sus necesidades de desarrollo, justicia y democracia. 

Cada vez más en América Latina existe el convencimiento que el 
afianzamiento de una democracia plena necesariamente transita por un 
camino conducente a reconocer plenamente los derechos de los pueblos 
indígenas y su diversidad cuHural. 

1. EL AC,oT AMIENTO DEL "INTEGRACIONISMO" 

Hay un conjunto de prohlemas en la normatividad y en la práctica 
jurídico-política, tanto a nivel internacional como a nivel de los Estados 
latinoamericanos, que histórica y contemporáneamente obstaculizan el 
reconocimiento de los derechos más fundamentales de los pueblos indígenas: 

33 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994, Instituro de Investigaciones Jurídicas de la UNAM

www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


34 JORGE DANDI.ER 

l. Las disposiciones constitucionales en toda América Latina garantizan 
formalmente la no discriminación por motivo de raza, nacionalidad, religión 
O sexo. Asimismo, se adscrihcn a garantizar el respeto absoluto de los derechos 
humanos individuales. Sin emhargo, los derechos humanos de los indígenas 
y sus comunidades, de hecho, son violados al no estar plenamente incorpo­
rados los principios básicos lle reconocimiento de la existencia y perdura­
bilidad de los puehlos indfgenas. 

2. La vulnerahilidad jurídica de los indfgenas como individuos y como 
puehlos está estrechamente relacionada a deficiencias en la gran mayoría 
de las legislaciones nacionales existentes. Diversos autores han sefialado 
que no es suficiente proclamar y proteger los derechos individuales de tipo 
universal. [.a negación de los derechos colectivos de 1(,..; pueblos indígenas 
ha generado, en muchas ocasiones y diversos contextos,la violación masiva 
de los derechos individuales fundamentales de los miembros de estos 
puehlos. 

3. La premisa que ha guiado históricamente la construcción del Estado­
Nación en América I.atina ha sido la "integración" de los pueblos indíge­
nas, tomada como una necesidad de que estos pueblos, en la medida que se 
hcneficiahan del desarrollo y de la modernidad, dejaban de ser indígenas. 
La visión dominante ha sido crear a largo plazo una sociedad nacional 
"integrada" y homogénea cultural mente, sin indígenas. 

4. Los programas de desarrollo, incluyendo los proyectos indigenistas, a 
pesar de los grandes esfuerzos por tener en cuenta las particularidades 
étnicas que se manifiestan en calla país, no han podido vencer los obstáculos 
jurfdicos y procedimientos estatales de "integración" que en la práctica 
tiemlen a dcscon!1Cer el carácter fundamental de los derechos de los pueblos 
indfgenas. 

5. La ideología henevolente y patcrnalista consagrada en muchas cons­
tituciones y legislaciones nacionales, en la práctica, se manifestó en un 
complicado sistema de tutelaje que negaba a los indfgenas un verdadero 
protagonismo como ciudadanos con derechos plenos. 

I.a inoperancia de esta orientación glohal ha sido cada vez más fuerte­
mente cuestionada durante las últimas dos décadas y, en los últimos años, 
se pucl1cn ohscrvar algunas importantes tendencias hacia un cambio en la 
nonnatividall y en la relación entre los Estados y los pueblos indígenas. 
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n. CAMIlIOS DE CONCEPCIÓN EN EL DERECHO INTERNACIONAL 

En la medida que han tomado cuerpo la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales en este campo, se 
ha resaltado cada vez más la importancia de los derechos humanos colecti­
vos, y dentro de este contexto, hay una evolución en la discusión y adopción 
de nuevos principios respecto a los derechos fundamentales de los puehlos 
indígenas. Se pueden citar tres ejemplos: 

l. A partir de 1982, por decisión del Consejo Económico y Social de las 
Naciones Unidas y de la Comisión de Derechos Humanos, comenzó a 
reunirse anualmente el Grupo de Trahajo sohre Poblaciones Indígenas de 
la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y de Protección a las 
Minorías. Este Grupo de Trahajo se ha constituido en un importante foro 
internacional donde asisten representantes de las organizaciones indígenas, 
de los gohicrnos, de los organismos especializados de las Naciones Unidas, de 
las organizaciones interguhernamentales y organizaciones no guhernamen­
tajes reconocidas como entidades consultivas, para examinar 10s aconteci­
mientos relativos a la promoción y protección de los derechos humanos y 
las Iihertalles fUOllamentales de las pohlaciones indígenas. Una de las tareas 
principales que actualmente clahora el Grupo de Trabajo es un horrador de 
Declaración Universal de los Dereehos de los Puehlos Indígenas, a ser 
considerado por la Asamhlea General de las Naciones Unidas. 

2. Dehido a un creciente consenso a nivel internacional sohre las limita­
ciones dcl Convenio número 107 (1957) Y la necesidad de elaborar un nuevo 
instrumento internacional que respondiera más adecuadamente a las nece­
sidades y llcmandas actuales de los pueblos indígenas y tri hales del mundo, 
la Organización Internacional del Trahajo procedió en 19S8 y 1989 a 
efettuar las consultas y discusiones, con miras a adoptar un nuevo Conve­
nio. El Convenio número I ó9 sohre Puehlos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes fue atloptado cn junio de 19S9. Hasta la fecha, este Conve­
nio fue rati!ica(lo por Noruega (1990), México (199(), Colomhia (\ 991), 
Bolivia (1991) Y Costa Rica (1992). El Congreso de la Repúhliea Argentina 
se adhiriú en 1992, promulgámlolo como ley nacional, pero aún no se ha 
realizado su registro de ratilkaci<'m ante la OIT. Además. se encuentra en 
los Congresos 1 ,cgislativos de Brasil, Chile, Ecuador y (rUUlcrnala, y otros 
Esta(los miemhros han expresado su interés en rati!icarlo. El Conveniocntró 
en vigor en septiemhre de 1991. A partir de esta fecha, el Convenio 107 
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36 JORGE DANDLER 

seguirá vigente sólo para los Estados miembros que, habiéndolo ratificado, 
no ratifiquen el nuevo Convenio. 

3. En noviembre 1989, la Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) encomendó a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) y al Instituto Indigenista Interamericano (I1I) 
preparar un instrumento jurfdico interamericano relativo a los derechos de 
las poblaciones indígenas, para ser adoptado en 1992. Si bien aún no se 
cuenta con una definición clara respecto al tipo de instrumento interameri­
cano que se aprobaría (declaración, carta u resolución), es un hecho signi­
ficativo que los Estados miembros resolvieron, en principio, sobre la 
necesidad de desarrollar un instrumento especffico que reconozca más clara­
mente los derechos de los pueblos indígenas del Hemisferio Americano. 

III. CAMIlIOS EN LA NORMATIVlDAD y RELACIÓN CON LOS PUEBLOS 

INDfGENAS A NIVEL DE LOS ESTADOS 

En diversos países, durante los últimos años se evidencian iniciativas 
desde el F.~tado tendentes a replantear la relación entre éste y los pueblos 
indígenas. 

En cuanto a cambios constitucionales, resaltan, por ejemplo, las disposi­
ciones adoptadas en la Constitución de Nicaragua en 1986 y en el Estatuto 
de Autonomía de las Regiones de la Costa Atlántica. En el Brasil, se adoptó 
un capítulo especial en la nueva Constitución (1988), en el cual se lograron 
significativos avances. En este contexto, también resaltan las disposiciones 
en materia de derechos indígenas que contienen las nuevas Constituciones 
de Colombia (1991) y de Paraguay (1992). En las deliberaciones de la 
Asamblea Constituyente de Colombia, participaron tres delegados indíge­
nas (incluyendo la representación de la agrupación indígena Quintín Laime, 
que depuso sus armas). En el caso de la Asamblea Constituyente del 
Paraguay, es significativo que participaron cuatro representantes indígenas 
(con voz, sin voto), lo cual permitió que las organizaciones indígenas pudieran 
presentar directamente sus propuestas. Finalmente, vale la pena también 
destacar que el Congreso de México adoptó una enmienda al artículo 40. 
de la Constitución Federal, que reconoce el carácter pluriétnico de la 
sociedad mexicana y otros derechos de los pueblos indígenas. Habiéndose 
ratificado el Convenio número 169 en Colombia y México, el contenido de 
este Convenio fue un importante precedente que contribuyó a la adopción 
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de las disposiciones constitucionales en ambos países. Asimismo, el Con­
venio sirvió como un marco de referencia fundamental durante las delibe­
raciones de la Asamblea Constituyente del Paraguay. En el caso del Perú, 
el Congreso constituyente recientemente adoptó un artículo, que si bien es 
tenue, tiende a reconocer más explfcitamente los derechos culturales de las 
comunidades nativas y comunidades campesinas de ese pafs. Como está aún 
por terminarse el proceso de reformas constitucionales, es de esperar que 
se adopten con mayor precisión otras disposiciones complementarias. 

Asimismo, en varios países se están considerando un conjunto de leyes 
orgánicas nacionales en materia de derechos indígenas, como por ejemplo, 
en Bolivia, Chile, Honduras y Venezuela. Vale la pena destacar especial­
mente, en este contexto, las importantes iniciativas que ha tomado el 
gobierno de Chile, con el objetivo de reconocer la existencia y el carácter 
perdurable de los pueblos indígenas, como parte del amplio proceso de 
afirmación de la sociedad civil. Por otra parte, en Guatemala, en el contexto 
de las negociaciones de paz. entre el gobierno y la oposición armada, el tema 
indígena es parte de la agenda; sin duda, al recibir Rigoberta Menchú el 
Premio Nobel de la Paz (1992), ha cobrado aún mayor importancia la 
vigencia de los ·planteamientos indígenas para afianzar sus derechos, pese 
a que la Constitución de Guatemala (1985) contiene diversas disposiciones 
que no han sido efectivamente aplicadas. 

Hay algunos avances significativos que se pueden citar. Por ejemplo, a 
nivel de los Estados miembros del Tratado de Cooperación Amazónica, los 
Cancilleres, durante su IIJ Reunión (Quito, marzo 1989), constituyeron una 
Comisión Especial de Asuntos Indígenas de la Amazonía, reconociendo el 
derecho de las organizaciones indígenas amazónicas a participar conjunta­
mente con los gobiernos en la formulación y ejecución de programas de 
desarrollo. En su II Reunión, donde también asistieron delegados de orga­
nizaciones indígenas amazónicas (la Coordinadora de Organizaciones In­
dígenas de la Cuenca Amazónica y organizaciones nacionales), la Comisión 
aprobó un conjunto de proyectos, dando prioridad a programas de apoyo a 
los indígenas en el manejo, protección y consolidación de los procesos de 
reconocimiento de áreas a las comunidades indígenas. 

Es significativo también que, en materia de tierras y áreas, el gobierno 
de Colombia ha concedido durante los últimos cuatro años alrededor de 18 
millones de hectáreas a los pueblos indígenas en la región amazónica de ese 
país. Asimismo, el gobierno de }lolivia, como resultado de un proceso de 
negociaciones iniciadas en 1987 y de una importante movilización de indíge-
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nas del Reni, procedió a conferir en 1990 una dotación de alrededor de 2 
mi1\ones de hectáreas en varias áreas de bosques y llanos tropicales, como 
parte de un programa más amplio que ha iniciado en favor de los pueblos 
indígenas del Oriente. En el caso del Ecuador, también hay importantes 
avances en la demarcación de áreas de bosque tropical y subtropical, dentro 
de un proceso que se inició en la década de los ochenta, y que ha implicado 
negociaciones con las organizaciones indígenas regionales más que refor­
mas legislativas. La concesión de una área yanomami en Venezuela así 
como en Brasil tamhién son avances significativos. De acuerdo con la 
Constitución del Brasil, las áreas indígenas deberán ser demarcadas defini­
tivamente hasta fines de 1993; pese a las dificultades, es un compromiso 
constitucional que se espera que logre plasmarse para contribuir a resolver 
la gran vulnerahilidad que enfrentan los diversos pueblos indígenas de ese 
país. 

También vale la pena destacar la reciente creación del Fondo de Desa­
rrollo para los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe (fondo 
Regional Indígena) durante la rr Cumbre Iberoamericana de presidentes y 
jefes de Estado (Madrid, julio, 1922). Los países miembros, con base en 
una propuesta presentada por el presidente de Bolivia, licenciado Jaime Paz 
Zamora, inicialmente en la 1 Cumbre Iberoamericana (Guadalajara, julio, 
1991), posteriormente aproharon el Convenio Constitutivo del Fondo, por 
medio del cual: (a) se crea un mecanismo regional autónomo y específico 
para el apoyo financiero y técnico a los pueblos indígenas de los Estados 
miembros y (b) se dispone la participación paritaria de delegados guberna­
mentales y de representantes de los pueblos indígenas de cada uno de los 
Estados miembros, en los máximos órganos decisorios del Fondo (asamblea 
y Comité Ejecutivo). En este contexto, el Convenio número 169, que figura 
en el Preámbulo del Convenio Constitutivo del Fondo, sirvió como un 
importante marco jurídico, especialmente en cuanto se adoptó el término 
"pueblos indígenas" y se logró plasmar el concepto de participación en la 
formulación, ejecución y seguimiento de proyectos y programas de desa­
rrollo que los afectan directamente. Con una Secretaría Técnica que funcio­
nará en La Paz, se espera que el Fondo Regional Indígena pueda contar con 
los recursos financieros necesarios para impulsar el apoyo financiero a las 
iniciativas de los pueblos indígenas. Asimismo, se espera que los países de 
América Latina ratifiquen el mencionado Convenio Constitutivo, habién­
dolo hecho hasta la fecha Bolivia, Perú y México. 
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Estos diversos procesos, tanto a nivel internacional como a nivel de los 
mismos Estados, se encuentran estrechamente relacionados al crecimiento 
y consolidación de organizaciones indígenas que han formulado diversas 
demandas y programas concretos con miras a construir un futuro diferente 
para sus propios puehlos y las sociedades nacionales en los cuales están 
insertos. La organización y movilización indígena ha ocurrido en un con­
texto general de afIanzamiento de la democracia y de la sociedad civil, 
donde quizá en la forma más clara y contundente, las organizaciones 
indígenas y sus líderes han formulado sus propias demandas de cambio 
cualitativo en la relación de éstos con el Estado. 

En los procesos ohservados, tanto a nivel nacional como internacional, 
se destaca la interacción de tres factores: (1) lo normativo, (2) la voluntad 
política y (3) el grado de organización de los pueblos indígenas. Estos 
factores se combinan de diversas maneras, en cada caso, dependiendo del 
peso relativo de cada uno de éstos y la dinámica concreta. Por ejemplo, 
puede ser que en una cierta situación exista un relativo avance en la 
legislación; sin embargo, que esto no manifIeste una voluntad política de 
negociación y respuesta a las demandas que exigen las organizaciones 
indígenas. En otro contexto, puede existir una carencia de disposiciones 
normativas, pero notarse una fIrme voluntad política de negociación frente 
a los reclamos de la organización o movilización indígena. En este caso, un 
gohierno toma la decisión de conceder tierras y áreas a diversos puehlos 
indígenas por la vía administrativa. 

En el conjunto de los países del continente, quizás el défIcit mayor en el 
actual momento está en desarrollar una adecuada normatividad que facilite 
la creación de espacios de negociación y avance efectivo para satisfacer 
los reclamos de los pueblos indígenas para compartir un desarrollo en 
democracia. 

IV. CUÁLES SON LAS PRINCIPALES DEMANDAS INDIGENAS 

A continuación, resaltamos algunas de las principales demandas que los 
indígenas y sus organizaciones plantean en los diversos foros internaciona­
les y nacionales de los últimos años: 

l. El derecho a ser reconocidos como pueblos permanentes y perdurables, 
con identi,lad propia y con derechos que se deri~an de su presencia histórica 
y contemporánea; 
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2. El derecho a determinar las prioridades de su propio desarrollo, 
incluyendo su plena participación en la formulación, administración y 
seguimiento de programas y proyectos de desarrollo. Asimismo, el derecho 
a contribuir con sus propios planteamientos en las polfticas de desarrollo a 
nivel nacional. 

3. El reconocimiento a la relación especial que tienen los pueblos 
indígenas con sus tierras y territorios para su existencia social, espiritual, 
cultural, económica y polftica, especialmente tomando en cuenta los aspec­
tos colectivos de esta relación. El derecho de propiedad y posesión de las 
tierras tradicionalmente ocupadas, así como el derecho al acceso, uso y 
administración de los recursos naturales en sus territorios. 

4. El derecho a desarrollar sus propios programas de consolidación 
cultural y aportar al enriquecimiento de la cultura nacional. 

5. El derecho a ejercer y consolidar sistemas de autogobierno y adminis­
tración local, así como el acceso efectivo a las diversas formas de repre­
sentación política a las cuales tienen acceso los otros ciudadanos del país. 

6. El reconocimiento de la existencia del derecho consuetudinario y, por 
consiguiente, de la incorporación de medidas efectivas de administración 
de la justicia que aseguren un pluralismo legal necesario PW"a garantizar los 
derechos humanos de los indígenas como individuos y colectividades. 

V. El. CONVENIO NÚMERO 169 DE LA Off 

Al adoptarse el Convenio número 169 en 1989, se concluyeron tres años 
de intensas discusiones y consultas a nivel nacional e internacional. Un 
considerable número de representantes de organizaciones de pueblos indí­
genas y tribales del mundo y de otras organizaciones no gubernamentales 
participaron en estas discusiones, además de los usuales participantes de la 
Organización Internacional del Trabajo que representan a los gobiernos y 
organizaciones nacionales de empleadores y de trabajadores. El nuevo 
Convenio fue adoptado por la plenaria de la Conferencia Internacional del 
Trabajo en 1989 por 328 votos en favor, 49 abstenciones y 1 en contra, lo 
cual refleja un alto grado de consenso alcanzado a nivel internacional. 

Los conceptos básicos del Convenio son respeto y participaci6n. Respe­
to a la cultura, la religión, la organización social y económica y la identidad 
propia. La premisa de la existencia perdurable de los pueblos indígenas y 
tribales (el Convenio número 107 asumía implfcitamente su "transitorie-
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dad"), y disposiciones que garanticen su existencia y mejoramiento en sus 
condiciones de vida. 

El Convenio dispone que la conciencia de su identidad indígena deberá 
ser considerada como criterio fundamental para determinar los grupos a! 
cual es aplicable este instrumento. Es decir, ningún Estado o grupo social 
tiene el derecho de negar la identidad que pueda afIrmar un pueblo indígena. 
La utilización del término "pueblos" en el nuevo Convenio responde a la 
idea de que no son "poblaciones" estadísticas sino pueblos con identidad 
y organización social propia. 

En cuanto a la participación se establece que los gobiernos deberán 
asumir, con la participación de los pueblos indígenas, la responsabilidad de 
desarrollar acciones para proteger los derechos de estos pueblos y garantizar 
el respeto a su integridad. Al aplicar el Convenio, los gobiernos deberán 
consultar a los pueblos interesados cada vez que prevean medidas suscep­
tibles de afectarles directamente y establecer los medios a través de los 
cuales puedan participar libremente en la adopción de decisiones. Asimis­
mo, se reitera que los pueblos indígenas deberán tener el derecho a decidir 
sus propias prioridades en lo que ataíle al proceso de desarrollo, en la medida 
en que éste afecta sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y 
a las tierras o territorios que ocupan o utilizan de alguna manera, y de 
controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social 
y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar efectivamente en la 
formulaci<ín, ejecución y evaluación de los planes y programas de desarrollo 
nacional y regional susceptihles de afectarles directamente. 

El Convenio refuerza las disposiciones que contenía el Convenio número 
107 en relación con la necesidad de que la legislación naciona! y los 
tribunales tomen debidamente en consideración las costumbres o el derecho 
consuetudinario de los pueblos indígenas. 

Sin duda, un aspecto especialmente importante del nuevo Convenio es 
el capítulo sobre tierras. Reconoce la relación especial que tienen los 
indígenas con las tierras y territorios que ocupan o utilizan de alguna otra 
manera y, en particular, los aspectos colectivos de esa relación. El concepto 
de territorio, que ya incluido en el Convenio número 107, se desarrolla con 
mayor precisión en el nuevo Convenio; es entendido como el habitat o el 
entorno y los recursos naturales, considerando que los indígenas tienen un 
especial interés en la conservación de los recursos naturales y del medio 
ambiente como condición básica para su sobrevivencia. 
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El Convenio incluye aspectos como la contratación y condiciones de 
empleo, formación profesional, promoción de artesanías e industrias rura­
les, seguridad social, salud y educación. Especialmente en el caso de 
programas de salud y de educación (en su lengua materna), se dispone que 
l0J pueblos indígenas deberán poder administrarlos, dotándose de facilida­
des especialmente para la formación técnica de los mismos miembros de 
estos pueblos, para asumir la administración de dichos programas. 

Hay un artículo (artículo 32) que es novedoso y crucial para los pueblos 
indígenas que se encuentran en áreas fronterizas, considerando que frecuen­
temente han enfrentado situaciones de conflictos fronterizos entre países 
que han contribuido a su vulnerabilidad y dispersión. Se dispone que los 
gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de acuer­
dos internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre 
pueblos indígenas a través de las fronteras, incluidas las actividades en las 
esferas económica, social, cultural, espiritual y del medio ambiente. 

También prevé la necesidad de que los Estados, al ratificar el Convenio, 
se comprometen a asegurarse de que existan instituciones u otros mecanis­
mos apropiados para administrar los programas que afecten a los pueblos 
indígenas, y de que tales instituciones o mecanismos dispongan de los 
medios necesarios para el cabal desempefio de sus funciones. Esto también 
implica que se refuercen los mecanismos de participación, consulta, ejecu­
cióo y seguimiento por parte de los propios pueblos indígenas y sus 
organizaciones representativas. Asimismo, el Convenio dispone que los 
gobiernos deberán consultar a los pueblos indígenas, mediante procedi­
mientos apropiados y en particular a través de sus instituciones repre­
sentativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente. 

El Convenio representa hoy el instrumento internacional más actualizado 
sobre los derechos de los pueblos indígenas y tribales. Como tal, se consti­
tuye en un horizonte común de una nueva normatividad mínima, universal­
mente reconocida, que incorpora muchas de las demandas de estos pueblos 
y convierte a éstas en derechos. Su amplia ratificación como tratado 
internacional implicaría un compromiso de los Estados de adecuar sus 
legislaciones internas y desarrollar otras acciones pertinentes de acuerdo a 
las disposiciones contenidas en este nuevo instrumento. 
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